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Es de tal magnitud relevante para la determinación del alcance del 
recurso de protección este Informe de la Comisión a la sala del Senado 
(aprobada posteriormente por esta), que hemos resuelto comentar en len- 
guaje sencillo las consideraciones desarrolladas por su Comisiún de Cons- 
titución, Legislación, Justicia y Reglamento. Así, pretendemos convidar a 
lectores de todos los Ámbitos del derecho a compartir nuestra crítica frente a 
la resolución de esta contienda de competencia. 

En virtud de los razonamientos y conclusión del Informe, que merece 
nuestra crftica, se consolida la doctrina de la improcedencia del recurso de 
protección en contra de los actos del Contralor en ejercicio de su función del 
control de la legalidad de los actos de la administración. 

Creo que la forma en que el Senado resolvió esta contienda de compe- 
tencia, junto con otros acontecimientos coetáneos, como la dictación del nue- 
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su resolución por la Cámara Alta según 
lo dispuesto por el N” 3 del artículo 49” 
de la Constitución. 

MATERIAS: Recurso de profección- 
Contiendo de competencia - Contraloría 
General de In República - Alcance del 
recurso de protección - Toma de razón - 
Competencia de Corte de Apelaciones 
en recurso de protección - Principio de 
ia exclusividad - Jurisdicción Control 
de la constitucionalidad - Revisión judi- 
cial actos administrativos. 

DOCTRINA: Los artículos 87 y 88 en- 
tregan a la Contraloría General de Iu 
República. entre otras, la funcidn de 
ejercer “el control de la legalidad de 
ios actos de la Administracrón”, seña- 
lando que en el ejercicio de tal función 
el Contralor “tomará razón de los de- 
cretos y resoluciones ” que, en conformi- 
dad a la ley, deben tramitarse por ese 
organismo “o representará la ilegultdad 
de que puedan adolecer”. 

El artículo 73 de la Ley Supremu, 
por su parte, preceptúa, en la primera 
parte de su inciso primero, que “la fa- 
cultad de conocer de las causas civiles y 
criminales, de resolverlas y de hacer 
ejecutar lo juzgado, pertenece exclusi- 
vamente a los tribunales establecidos 
por le ley” 

La esencia de los asuntos sometidos 
a la decisión del Senado es determinar 
si la Corte de Apelaciones de Santiago, 
en ejercicio de la facultad que le conce- 
de el artículo 20 de la Carta Fundamen- 
tal, puede acoger a tramitación los re- 
cursos de protección roles Nu‘ 4187-97 y 
4322.97 interpuestos en contra del 
Contralor General de 10 República, por 
considerar que este, al tomar razón de 
un acto de la Admznistración o al reprc- 
sentarlo. ha privado, perturbado o ame- 
nazado el legítimo ejercicio de derechos 
o si. por el contrario, el mencionado tri- 
bunal carece de competencia para cono- 
cer de ellos; 

Esta materia fue debatida extensa- 
mente en el seno de la Comisión de Es- 

vo auto acordado de la Corte Suprema respecto del recurso de protección,’ 
están dejando a esta formidable acciún en una situación tremendamente 
desmedrada, casi en etapa de agonía constitucional. 

No nos inquieta decir resueltamente que el Informe, si bien está elegan- 
temente escrito y fundado, es débil, confuso y poco convincente. En alguna 
futura edición de la Revista Chilena de Derecho podrán analizarse en detalle 
las diversas tesis jurídicas que emergieron en la sala para su aprobación o 
parcial discrepancia. Por ahora, en este comentario intentaré demostrar con 
argumentos sencillos la equivocación constitucional que aquí se ha cometido. 

1. Equivocada aplicación del principio de autonomía e independencia 

de los órganos 

El fundamento central del Informe es el principio de la independencia, 
autonomía o exclusividad de competencia de los entes constituctonales. Se 
afirma que en virtud de ello, y fuera de las normales interacciones, ningún 
órgano constitucional podría inmiscuirse en las atribuciones de la 
Contraloría, por cuanto ello envuelve una actuación que rompería con la 
debida armonía y correspondencia de las normas constitucionales. Por tanto, 
se concluye, no cabría acoger ni siquiera tramitar recursos de protección 
contra el Contralor General de la República. 
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tudio de la Nuevcr Constitución. cabién- 
dole uno destacada participación, entre 
otros, a los seriores Alejandro Silva. 
Enrique Ortúzar, Gustavo Lorca y  En- 
rique Evans. 

En efecto. según lo consignado en 
actas, en la sesión numero 214, de fecha 
25 de mayo de 1976, el seiior Silva 
Bascuiián expreso su preocupación en 
cuanto a estructurar adecuadamente 
esta nueva institución. haciendo presen- 
te que “la cuestión es crear algo que no 
desordene el resto del ordenamiento ju- 
rídico, no cree problemas de competen- 
cia entre los órganos, no termine con la 
independencia de unos y  de otros y  no 
impido que los demás sistemas del orde- 
namiento jurídico puedan desarrollar el 
objetivo para el cual están hechos”. 

El señor Ortúzar, a su vez. manifìes- 
ta su opinión en el sentido de que le pa- 
rece conveniente “que la disposición sea 
amplia y  no sólo comprenda los actos u 
omisiones arbitrarios de ia autoridad 
política o administrativa, sino de quien- 
quiera”. añadiendo que “al decir de 

quienquiera, entiende que comprende no 
sólo a los particulares sino que incluso 
podría comprender el día de mañana ctl 
Congreso, n unu rama del Parlamento 
que. actuando fuera de la esfera de los 
mecanismos de generación de la ley, 
para cuyo efecto hay otros procedimren- 
tos, atentara contra ciertos derechos bá- 
sicos de las personas”. Indica que “un 
acuerdo de la Cámara de Diputados que 
dispone la detención de un funcionario 
del Congreso. para serialar un coso 
cualquiera, sería lisa y  llanamente sus- 
ceptible de recurso”. Agrega que, del 
mrsmo modo, sería procedente el recur- 
so en contra de “un juez que sin que se 
haya incoado un proceso . ..atente conwn 
el derecho de propiedad dictando una 
resolución abusiva, violando el domrcr- 
lio de un ciudadano cualquiero”. 

En segutda. se produce un extenso 
debate, siendo posible aprrcrar que, en 
términos generales los miembros de la 
referida Comisión son receptivos o la 
idea de que el recurso tenga un coráckv 
amplio. 

En realidad, todos los órganos de rango constitucional tienen competencia 
exclusiva, no sólo la Contralofia, pero ello no excluye la competencia judicial. 
Nadie podria sostener que las atribuciones del Banco Central son compartidas por 
los tribunales ~610 porque están facultados para revisar la legalidad de sus actos2 

El Informe, sin embargo, rechaza que la Corte de Apelaciones en parti- 
cular y los tribunales en general revisen la legalidad de las actuaciones del 
Contralor cuando éste a su vez controla la legalidad de los actos admimstrati- 
vos. La apreciación de la legalidad de los actos de la administración sería una 
competencia exclusiva y excluyente de Contraloría, de acuerdo al artículo 
87” de la Constitución, y le estaría vedado a cualquier otro ente atribuírsela, 
según las preceptos básicos del artículo 7” de la Carta. 

Creo que este es un argumento equivocado. Para comprender que no se 
trata de una aproximación correcta, hay que acudir al concepto de jurisdic- 
ción como fundamento de la intervención judicial en la vida constitucional. 
Ello permitirá entender que la Corte de Apelaciones puede revisar perfecta- 
mente la legalidad o arbitrariedad de los actos del Contralor, sin que por ello 
el principio de autonomía sea infringido. 

En efecto, la Corte de Apelaciones conoce del recurso de protección 
como un tribunal, en ejercicio inmediato de las facultades que le otorga el 

2 Pitnsese que, de muerdo a los artículos 69 y siguientes de la Ley 18 840, la propn Corte 
de Apelaciones está facultada para rcv~sar la legalrdad de los acuerdos del Banco Central de 
Chile. ente autónomo y de rango constitucional. 
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Las opiniones precedentemente 
transcritas permiten apreciar que, si 
bien es cierto. la intención fue dar al 
recurso de protección un carácter am- 
plio, los ejemplos dados por el señor 
Ortúzur que se refieren a actuaciones 
del Congreso Nacional y  de los Tribuna- 
les de Justicia xompletamente al mar- 
gen de las atribuciones que les entrega 
la Carta Fundamental-, las observacio- 
nes formuladas por el señor Silva -en 
cuanto a que era necesario cuidar que 
la instauración del recurso no desorde- 
nara todo el ordenamiento constitucio- 
nal-, y  los comentarros ejectuados acer- 
cn de estas últvnas por los señores 
Lorca y  Evatu -en el sentido de que ello 
no tenía por qué ocurrir si se entendía 
el recurso en su exacto alcance-, ponen 
de manifiesto que la amplitud de la nor- 
ma sólo tiene el sentido de no excluir ni 
exceptuar a ningún órgano o autoridad 
del Estado -por el solo hecho de ser tal 
órgano o autoridad- de la posibilidad 
de que sus acciones u omisrones puedan 
ser objeto de un recurso de protección; 

Lu reiterada jurisprudencia dpl Trz- 
bunal Constitucional -sentencias de fe- 
chas 24 de septiembre de 1985 y  21 de 
diciembre de 1987- ha dicrnminado que 
“la Constitución es un todo orgúnrco .y 
el sentldo de sus normas debe ser deter- 
minado de manera tal que existu entre 
ellas la debida correspondencm y  armo- 
nia, excluyéndose cualquiera interpreta- 
ch que conduzca a unular o a privar 
de efrcacio algún precepto de ella”, y  
similar criterio de interpretación consti- 
tutonal es sustentado por la doctrina. 

Es dable mencionar la opiniLín ex- 
presada por la profesora de Derecho 
Const!tucional señora Luz Bulnes 
Aldunote -en un artículo denominado 
“El Recurso de Protección y  las Atribu- 
cnones Exclusivas del Senado y  la Cúrru- 
ra de Diputados”-, en cuanto a que “~1 
bien el artículo 20 de lo Constitución no 
hace UM exclusión de autoridades polí- 
kas o administrativas que puedan qfec- 
tar en el ejrrclcio de SLCT ntribucrones 
los derechos y  garantías que lo Consti- 
tución resguarda por dicha drsposrcrón. 

artículo 20” de la Carta y en ejercicio remoto de la Jurisdicción, que ha sido 
atribuida exclusivamente por el artículo 73” a los tribunales. 

Entonces la clave es comprender que la competencia de los trtbunales se 
desata, se activa y se legitima cuando existe de por medio un conflicto, una 
contienda. Allí nace una “causa” que corresponde conocer y decidir en virtud 
de la jurisdicción. Entonces, por regla general, un agravio constitucional 
envuelve una contienda entre el afectado y el agresor constitucional, respon- 
sable de la acción u omisión que se pretende reparar por la protección. En 
estos casos, la intervención judicial está perfectamente legitimada y es del 
todo armónica con los principios básicos del Estado de Derecho y del princi- 
pio de la separación de los poderes o funciones de los artículos 6”, 7”, 73 y 
87 de nuestro Código Político. 

Como contrapartida, en ausencia de conflicto y por regla general, el 
régimen normal de control de la legalidad de los actos de la Administración 
recaerá siempre en la Contraloría General de la República. Empero, esto no 
puede significar que, aun frente a la existencia de un conflicto derivado de la 
actuaci6n de la CGR (no de la actuación del órgano administrativo cuyo acto 
se controla), dicha impugnación no tenga sede alguna ante la cual pueda ser 
resuelta. Esta conclusión llevaría a afirmar que se ha dado una carta de 
infalibilidad a la Contraloría: es el único órgano que, sin ser jurisdtccional 
sino administrativo, gozará de una presunción inimpugnable consistente en 
que sus actuaciones en el trámite de la toma de razón son perfectas, legales y 
razonables. i,Tiene sentido esta inferencia constitucional? 
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ello no significa que esta acción 
cautelar pueda dejar sin efecto atribu- 
crones que el propio constituyente les ha 
otorgado a otros ór@WZOS del Estado, 
pues de sustentar esta tesis estaríamos 
admitiendo que hav un Poder del Estado 
que tiene una tui& sobre los otros ór- 
ganos estatales”, agregando que “no 
fue este el criterio del constituyente del 
80 y  si se sostuviera UM tesis de tal M- 
turaleza se dejarían sin efecto los dispo- 
sicrones de los artículos 6” y  7” de la 
Constitución que se sustentan en el prin- 
cipio de autonomía e independencia de 
los órganos”. 

Tanto el recurso de protección como 
el control de legalidad de los actos de la 
Administración, según se ha seiialcrdo. 
son institucrones consngradas en distin- 
tos preceptos de nuestra Carta Funda- 
mentol, por lo que hay que interpretar- 
las en forma armónicu, de manera tal 
que. respetando la finalrdad propia de 
cada una de ellas, se evite, al mismo 
tiempo, toda postblr colisión. irzterjeren- 
cia o duplicidad de funciones. 

El Contralor General de la Repúblt- 
ca al ejercer la funcrón de tomo de ra- 
zón, en la medida que lo haga en los 
casos previstos en nuestro ordenantwnto 
Jurídico y  con la debrda oportunidad, 
sólo cumple con el deber constitucional, 
que le tmponen los artículos 87 y  88 de 
la Corto Fundamental. de efectuar el 
control de legalidad de los actos de la 
Administración, por lo que no es posible 
aceptar la impugnación de su dectsión 
mediante un recurso de protección, pues 
ello importarla reconocer o la Corte de 
Apelaciones la facultad de revisor el 
fondo de la resolución adoptada por dt- 
cha autorrdad en el e,erctcro de uno fun- 
ción privativa, lo que violentarío seve- 
ramente el principio de especialidad de 
competencia de los órganos públicos. 

Lo anterior de ninguna manera sig- 
nifico dejar en 10 indefensión n los per- 
sonas que estimen vulnerados stu dere- 
chos constitucionales. toda vez que ellos 
pueden recurrir de protección en contra 
de la autoridad que dictó el acto adm- 
nistrativo, tonto en el caso de torno de 

2. Resolución de conflictos por otros órganos 

El Informe se funda en otro argumento que me parece incorrecto. Dice la 
Comisión que si se acepta la competencia de la Corte para revisar el trámite 
de la toma de razbn, entonces podrían generarse resoluciones contradictorias 
entre ella y el Tribunal Constitucional, conociendo del asunto por la vía del 
artículo 82 N”6 de la Carta. 

Creo que aquí sí que cabe una interpretación sistérnica, lógica o armóni- 
ca entra las normas constitucionales, que las haga operar como parte de un 
todo único. Si hemos dicho que la Corte está facultada para conocer en casos 
de conflicto porque a los tribunales pertenece la jurisdicción, también debe 
decirse que ello no será así cuando cuando la Constitución expresamente 
haya otorgado competencia para la resolución del mismo conflicto a otro 
órgano determinado. Este es exactamente el caso del Tribunal Constitucional 
en todas sus competencias del artículo 82”, el caso del Senado en este mismo 
evento del conocimiento de contiendas de competencia según el artículo 49 
N” 3 o de la acusación constitucional del numeral 1” del mismo artículo y el 
caso del Tribunal Calificador de Elecciones. En todos estos casos el órgano 
resolutor se pronuncia sobre “conflictos” y por ello, a menos que la propia 
Carta establezca expresamente una revisión judicial, los tribunales quedarán 
excluidos de intervenir por vía de protección.3 

i En algunos CEFOS es IU propia Constitutión Ia que declara que lo resuelto por el brgano 
autónomo no es rewsable por los tribunales, como lo hace en el artículo 83 respecto del 
Tribunal Constitucional 
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razón como en el de representación del 
mismo. 

A mayor abundamiento, las Cortes 
de Apelaciones podrh acoger c1 trami- 
tación recursos de protección dirigidos 
en contra del Contralor General de la 
República si este actuare al margen de 
sus funciones o no lo hiciere dentro del 
plazo legal que corresponda, y  los afec- 
tados estimaren que tules acciones u 
omisiones son ilegales o arbitrarias y  
vulneran sus derechos constitucionales. 

La Carta Fundamental, junto con 
entregar al Contralor General de la Re- 
pública la facultad de ejercer el control 
de juridicidad de los actos de la Admi- 
nistración. regula directamente el pro- 
cedimiento específico de impugnación 
de la decisión que adopte In referida au- 
toridad, entregándole al Presidente de 
la República. en caso de representación, 
la facultad de insistir o de recurrir al 
Tribunal Constrtucional. según sea el 
caso de que se trate. 

Aceptar la tesis de que el recurso de 
protección es admisible en contra de iii 

decisión del Contralor General de tomar 
razón o de representar un acto adminis- 
trativo, adoptado en los cosos contempla- 
dos en nuestro oraérromiento institucronal 
.Y en forma oportuna. podría dar lugar a 
que se produjeren diversas situaciones 
que otenmían contra las bases mismos de 
nuestro sistema constitucional, 

Así sucedería. por ejemplo, si el Presi- 
dente de la República, en coso de repre- 
sentación, recurriere al Tn’bunal Constr- 
tucional. de acuerdo al procedimrento 
previsto en el articulo 88 de la Ley Supre- 
ma y. simultáneamente. el parttcular que 
se estimare afeckado por dicha representa- 
ción mterpusiera un recurso de protección 
ame la Corte de Apelaciones respectivo, y  
ambos tribunales emitieren fallos contra- 
dictorios. Como es fácil apreciar, ello 
constituiría tuta situación absurda, que re- 
pugna a la indispensable coherencia qw 
deben guardar entre sí los distintos pre- 
ceptos de la Carta Fundamental. 

Otra consecuencia de tal tesis sería 
que las Cortes de Apelaciones al cono- 
cer de un recurso de protección, podrían 

Pero la Contraloría General de la República no está en ninguno de estos 
casos: la Constitución no le encargó ni el conocimiento ni la resolución de 
conflictos, sino sólo el control regular de la legalidad de los actos adminis- 
trativos. Si este control no genera conflicto, los efectos de su actuación que- 
darán a firme. Si da lugar a un conflicto porque la representación se ha 
fundado en la inconstitucionalidad del Decreto Supremo -cosa bastante in- 
usual, por lo demás-, se aplicarán las normas de los artículos 82 y 88 para su 
resolución final por el Tribunal Constitucional y me parece que quedará 
vedada la intervención a los particulares vía recurso de protección. No habría 
entonces fallos contradictorios. 

Pero aquí el repliegue del recurso de protección ~610 tiene lugar por un 
motivo muy preciso: existe una competencia especial en materia de confhc- 
tos de constitucionalidad de un decreto o resolución, que se confiere a otro 
órgano constitucional, y no porque los elásticos principios de autonomía o 
independencia de los órganos lo exigen, que es la doctrina del Informe. 

En consecuencia, allí donde no existen estas competencias especiales, como 
los conflictos sobre la legalidad o arbitrariedad de la actuación del Contralor 
cuando afecta derechos constitucionales, la competencia de la Corte para cono- 

cer por la vía del recurso de protección queda absolutamente incólume. 

3. Ejemplos fundatrtes ineficaces 

Una tercera parte del Informe que considero especialmente perfectible es 
la relativa a los ejemplos que se entregan para fundar la teoría a la que adscri- 



19981 FERMANDOIS: RECURSO DE PROTECCION 663 

dictar orden de no innovar. lo que, en la 
practica, impediría al Contralor cumplir 
con su deber constitucional de ejercer el 
control de juridicidad de los actos de la 
Adminwración y, mientras subsisliere 
tal orden, haría inaplicable el norma¡ 
funcronamiento de los mecanismos pre- 
vistos por la Corta Fundumenral para 
resolver la situación que se produciría 
en caso de reprrsen~ución del acto ad- 
ministrarivo por parre del Conrralor Ge- 
neral de la República, lo que no resulra 
conciliable con una inlerprekxión ar- 
mónica del texto constitucional. 

Similar situaci& se produciría si se 
admitiere a tramitación un recurso de 
protección que impugnore el pronuncia- 
mienlo del ConTralor de cursar un decreto 
promulgalorio de un rrarado inkwac~onal 
que ha sido concluido, formado y  rarifica- 
do por el Presideme de la República y  
aprobado, en la ocasión que corresponde, 
por el Congreso Nacional, toda vez que 
tal decisión inkvferiría seriamenre con las 
arribuciones que confieren al Primer- 
Mandatario y  al Parlamenlo los arlículos 

32 N” 17” y 50, N” I) de la Caria Flcnda- 
mental, respedivamenre. lo que resulra w- 
compalible con la debida correspondencia 
que debe exisrir enve los drversos precep- 
ms de la Ley Suprenm 

Asimismo, si fuere admilido a rrami- 
ración un recurso de protección en con- 
tra de la de&& del Contraior de Iomar 
razón de un decrero promulgatorio de 
una ley o de un decreto con fuerza de le?: 
ello afeclariu las facultades leguiarivas 
del Presidente de la Repúblra y  del Con- 
greso Nacional, y  eventualmente las atri- 
buciones del Tribunal Cons&ucional, lo 
que represenlarla uno situación carenle 
de sentido. que no guarda& relación 
con la congruencia y  unidud que debe fe- 
ner la Carta Fundamenral. 

Por las consideraciones anteriores, 
cabe dar lugar a las conriendas de com- 
petencia promovidas por el señor 
Conrralor General de la República me- 
diante oficio de fecha 18 de noviembre 
de 1997, en cuanro a que la Corre de 
Apelaciones de Santiago no pudo acoger 
a tramitación los recursos de protecciót~ 

be. Creo que los ejemplos son ineficaces para resolver la contienda de compe- 
tencia en el sentido que lo fue, bajo un análisis constitucional riguroso. 

Se especula que, si se acogen a tramitación recursos contra cl Contralor. 
el ejercicio de sus funciones podría entrabarse por las órdenes dc no Innovar 
que las Cortes decreten. Me parece que ello no es en realidad factible, porque 
las actuaciones del contralor sólo son conocidas una vez publicadas. Luego, 
si se toma razón de un acto y el particular recurre contra ello, la orden de no 
innovar no parallzará la actuación del Contralor, quien realizó en tiempo y 
aparente forma su función constitucional. Si el Contralor representa el decre- 
to, no se ve qué podría perseguirse con una ONI, ya que lo que interesaría al 
particular es que se tome razón del acto y ello 5610 es factible con el fallo. 
Por último, las ONI siempre descansan en la prudencia judicial, sin la cual 
las consecuencias podrían ser mucho más graves que las señaladas por el 
Informe, pero sería absurdo que ello lleve a eliminar el recurso de protección. 

Se advierte también en el Informe que aceptar la protección contra las 
actuaciones del Contralor en materia de decretos promulgatorios “...afectaría 
las facultades legislativas del PresIdente de la República y del Congreso 
Nacional y eventualmente las atribuciones del Tribunal Constitucional”. 

Creo que no es así: las atribuciones legislatlvas del Congreso y del Presi- 
dente están desde ya “afectadas”, porque si el decreto promulgatorio es de- 
fectuoso al apartarse del texto que corresponde, o es inconstitucional. el 
conflicto lo resolverá el Tribunal Constitucional. Nadie se siente alterado 
porque tal cosa ocurra; es una base del Estado de Derecho. En estos casos, y 
conforme a los criterios que he expuesto, el recurso de protección se repllega 
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en que rnciden las mencionadas contien- 
das, en tanta están dirigidos a impugnar 
las decrsiones adoptadas por el 
Contralor en ejercicio de su facultad de 
ejerrer el control de legalidad de los ac- 
tos de 10 Administración, y no estún 
comprendidos en los casos en que serían 
procedentes, de acuerdo a los criterios 
precedentemente señalados. 

DECISIÓX Se declaró que la 1. Corte 
de Apelaciones de Santlago carece de 
competencia para acoger a tramitación 
los recursos de protección roles N’lS 
4327-97 y 4322-97. 

DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES AK.- 
CADAS: Artículos 6”. 7”, 20,49. N” 3). 73, 
82, 87 y 88 de la Constitución Politica. 

cuando el conflicto ha sido entregado a otro órgano, caso del decreto 
promulgatorio por las causales del artículo 88 y 82 N” 5, por lo que las 
atribuciones del TC quedan incúlumes. 

Finalmente, se arguye que otra grave alteración al aceptar recursos de 
protección contra el Contralor tendría lugar en materia internacional. Se pre- 
senta el caso de un tratado internacional concluido, firmado y ratificado por 
el Presidente y aprobado por el Congreso, pero cuya promulgación se ve 
entrabada por un recurso de protección respecto del Contralor. Se apela a las 
facultades presidenciales del artículo 32 N” 7 y congresales del 50 N” 1, 

Replico que tales alteraciones son toleradas por la Constitución y pueden 
producirse hoy por muchas vías: Si se levanta una cuestión de 
constitucionalidad, pese a ser ratificado por el Presidente y aprobado por el 
Congreso, el flamante Tratado Internacional puede naufragar en el Tribunal 
Constitucional (art. 82 N” 2); o bien si el decreto promulgatorio se aparta del 
texto aprobado o del que corresponda, el TC podrá declararlo así y la vigen- 
cia del tratado se entrabaría de igual forma. Por último, la garantía de fondo 
para el sistema es que la Corte ~610 podrA analizar la legalidad de la toma de 
razón, y no podrá pronunciarse sobre el fondo del tratado ni sobre los con- 
flictos de constitucionalidad entregados al Tribunal Constitucional. 

4. Conclusión y propuesta 

Puede concluirse, consiguientemente, que no hay en juego graves altera- 
ciones en la estructura institucional por el solo efecto de admitir que las 
actuaciones del Contralor sean revisables jurisdiccionalmente en caso de 
conflicto. A modo de ejemplo, ello ya está previsto en el artículo 82” para los 
eventos de contiendas consideradas más graves por el constituyente. 

Cosa distinta es que en el fondo se reproche la sede ante la cual estos 
conflictos se resolverán y la legitimación activa de los requirentes en ellos. 
Parece ser que, mientras se tolera que sea el Tribunal Constitucional quien 
intervenga en algunos a petición del Presidente de la República, de las 
Cámaras o de una cuarta parte de ellas, se rechaza que conozcan las Cortes 
de Apelaciones y Suprema a petición de cualquier agraviado. Pero este es 
un tema distinto, y nos lleva a la propuesta de una justicia constitucional 
concentrada en el TC -y no difusa como hoy- y al asunto de la ampliación 
de la legitimación activa en estos conflictos, áreas ambas que el derecho 
comparado ya resolvió afirmativamente en la mayoría de los casos. 


